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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 8 de 
febrero de 2007, ha examinado el 
expediente relativo al proyecto de 
decreto por el que se aprueba el 
Reglamento del Registro General   
de Personal de la Comunidad de 
Castilla y León, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a sus 
competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 27 de diciembre de 2006 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo al proyecto de 
decreto por el que se aprueba el Reglamento del Regis ro General de Personal 
de la Comunidad de Castilla y León. 

t

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 29 de diciembre de 

2006, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 1243/2006, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Fernández Costales. 
 

Primero.- El proyecto. 
 

El proyecto de decreto sometido a consulta consta de un preámbulo, un 
artículo único aprobatorio, una disposición derogatoria y dos disposiciones 
finales, la primera de desarrollo del reglamento y la segunda de entrada en 
vigor. 
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La disposición derogatoria única abroga expresamente el Decreto 
99/1990, de 14 de junio, por el que se regula la organización y funcionamiento 
del Registro General de Personal de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, así como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo previsto en el presente decreto. 
 

Cierran la parte dispositiva dos disposiciones finales: la primera, de 
habilitación de desarrollo reglamentario a favor del Consejero de Presidencia y 
Administración Territorial, y la segunda, de entrada en vigor al día siguiente de 
su publicación en el “Boletín Oficial de Castilla y León”. 
 

El Reglamento que aparece como anexo consta, por su parte, de 
dieciocho artículos, contenidos en cuatro capítulos. 
 

Este proyecto viene a desarrollar lo dispuesto en los artículos 26 y 27 de 
la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León. 
 

Concretamente, en el artículo 26.2 se dispone, respecto a dicho Registro 
General de Personal, que “su organización y funcionamiento, que facilitará su 
coordinación con el Registro Central y con los Registros de Personal de otras 
Administraciones Públicas, se determinará por Decreto de la Junta de Castilla y 
León”. 
 

El proyecto de decreto expresa en su preámbulo que “la presente 
regulación pretende: 
 

 »a) Unificar la gestión del Registro General de Personal, como 
registro único en el que se inscribe a todo el personal al servicio de la 
Administración de Castilla y León o sus Organismos Autónomos y los actos que 
afectan a su vida administrativa. 
 

 »b) Determinar la doble finalidad del Registro General de 
Personal, como instrumento que asegure la constancia registral de los datos 
relativos al personal inscrito y como fuente de información sobre los recursos 
humanos de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
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 »c) Adaptar las nuevas tecnologías a las necesidades de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León desde el punto de vista del 
Registro (…). 
 

 »(…) con la finalidad de establecer un sistema capaz de dar 
respuesta a las necesidades de la Administración de la Comunidad de Castilla y 
León en la actualidad, (…)”. 
 

Descritos el objeto y finalidad y las competencias y habilitación en cuyo 
ejercicio se propone dictar la norma sometida a dictamen, el contenido del 
Reglamento consta de dieciocho artículos. 
 

La parte dispositiva se estructura en las siguientes subdivisiones: 
 

El capítulo I, con la rúbrica de “Naturaleza, ámbito, finalidades y 
funciones”, consta de cuatro artículos: 
 

 - El artículo 1 se refiere a la naturaleza del Registro General de 
Personal de la Comunidad de Castilla y León. 
 

 - El artículo 2 regula el ámbito registral del citado Registro. 
 

 - El artículo 3 recoge las finalidades del Registro General de 
Personal. 
 

 - El artículo 4 se ocupa de las funciones del Registro General de 
Personal. 
 

El capítulo II, “Principios básicos de la organización del Registro General 
de Personal”, se compone de los artículos 5 a 10: 
 

 - El artículo 5 se refiere a la organización del mismo. 
 

 - El artículo 6 recoge la finalidad del soporte informático del 
Registro. 
 

 - El artículo 7 se ocupa de los documentos registrales. 
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 - El artículo 8 regula el número de identificación personal. 
 

 - El artículo 9 se refiere al número de registro personal. 
 

 - El artículo 10 se refiere a los asientos registrales. 
 

El capítulo III, “Procedimiento registral”, se compone de los artículos 11 
a 15. 
 

 - El artículo 11 regula el procedimiento para la práctica de los 
asientos. 
 

 - El artículo 12 se refiere a las inscripciones registrales. 
 

 - El artículo 13 se ocupa de las anotaciones registrales ordinarias. 
 

 - El artículo 14 se refiere a las anotaciones marginales. 
 

 - El artículo 15 regula la cancelación, sustitución y modificación de 
los asientos. 
 

El capítulo IV, con el rótulo de “Gestión de la información y coordinación 
con otros registros de personal”, consta de los artículos 16 a 18: 
 

 - El artículo 16 recoge el ámbito y naturaleza de la información del 
Registro. 
 

 - El artículo 17 se refiere al acceso a la información por parte de 
los interesados. 
 

 - El artículo 18 regula la coordinación con otros registros de 
personal. 
 

Segundo.- El expediente remitido. 
 

En el expediente que acompaña al proyecto de decreto, además de un 
índice de documentos que lo conforma, figuran los siguientes: 
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1.- Texto del proyecto de decreto sometido a dictamen y el 
anterior borrador respecto del cual se practicó el trámite de audiencia. 
 

2.- Memoria elaborada en la fase inicial de la tramitación del 
anteproyecto, con referencia a los documentos e informes exigidos en el 
artículo 75 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración 
de la Comunidad de Castilla y León: 
 

- Marco normativo. 
 

- Necesidad y oportunidad de la futura norma. 
 

- Objetivos y finalidad de la norma. 
 

- Contenido del proyecto. 
 

- Tramitación. 
 

- Estudio económico, en el que se señala que “el proyecto 
de decreto no supondrá incremento del gasto público, ya que tanto las 
estructuras organizativas como los medios materiales existen ya en la 
actualidad”. 
 

3.- Informes remitidos por las Secretarías Generales sobre el 
proyecto de decreto. 
 

4.- Certificado acreditativo la inclusión del proyecto en la sesión 
del pleno del Consejo de la Función Pública, celebrado el 4 de diciembre de 
2006. 
 

5.- Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos 
Comunitarios, de fecha 24 de julio de 2006. 
 

6.- Informe preceptivo de la Asesoría Jurídica de la Consejería de 
Presidencia y Administración Territorial, de fecha 13 de julio de 2006. 
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En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 

 
El artículo 24 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León prevé que el 

Consejo Consultivo de Castilla y León es el superior órgano consultivo de la 
Junta y de la Administración de la Comunidad, encomendando al legislador 
autonómico la regulación de su composición y competencias. 
 

La Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo, califica 
en su artículo 4.1.d) como preceptiva la consulta en el procedimiento de 
elaboración de reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten 
en ejecución de las leyes, así como sus modificaciones. 
 

En el presente caso, corresponde la competencia para emitir el dictamen 
solicitado a la Sección Primera, de acuerdo con lo establecido en el punto 4º, 
regla A), apartado a), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del 
Consejo, por el que se determina el número, orden, composición y 
competencias de las Secciones. 
 

2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración 
de los reglamentos. 
 

El artículo 51.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 
aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dispone que las 
solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y antecedentes 
necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el 
borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de los documentos. 
 

Para el supuesto de los proyectos de decreto se entiende como 
documentación necesaria la que, de acuerdo con el artículo 76 de la Ley 
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3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, se recoge en el artículo 75.3 del citado texto legal. 
 

En el presente caso, puede afirmarse que el proyecto cumple las 
exigencias sustanciales establecidas para la elaboración de disposiciones de 
carácter general. 
 

3ª.- Competencia de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Este proyecto viene a desarrollar lo dispuesto en la disposición final 
quinta de la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y 
León, que establece que “se faculta a la Junta de Castilla y León para aprobar 
las disposiciones necesarias en desarrollo de la presente Ley”. 
 

El artículo 32.1.1ª del Estatuto de Autonomía de Castilla y León atribuye 
competencias exclusivas a la Comunidad respecto de la organización, régimen y 
funcionamiento de sus instituciones de autogobierno. 
 

Por otro lado, el artículo 39.3, en el ejercicio de la competencia prevista 
en el apartado anterior, y de acuerdo con la legislación del Estado, reconoce a 
la Comunidad Autónoma la competencia para establecer el régimen estatutario 
de los funcionarios de la Comunidad y de la Administración Local ubicada en su 
ámbito territorial, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.18ª de la 
Constitución. 
 

Corresponde al titular de la Consejería competente en materia de función 
pública la función de propuesta de las normas de desarrollo necesarias en esta 
materia (artículo 26.1.d de la Ley 3/2001, de 3 de julio), así como la función 
ejecutiva de control del cumplimiento (artículo 26.1.f de la misma Ley). 
 

En ejercicio de la función de propuesta referida, la Consejería de 
Presidencia y Administración Territorial ha elaborado el presente proyecto de 
decreto, cuyo texto suscita en el Consejo las observaciones que a continuación 
se desarrollan. 
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4ª.- Observaciones en cuanto al fondo. 
 

Preámbulo. 
 

Respecto a su preámbulo, ha de recordarse, como es sobradamente 
conocido, que esta parte expositiva ha de facilitar con la adecuada concisión la 
comprensión del objetivo de la norma, aludiendo a sus antecedentes y al título 
competencial en cuyo ejercicio se dicta, ayudando a advertir las innovaciones 
que introduce, con la aclaración de su contenido, si ello es preciso para la 
comprensión del texto. 
 

Como ha indicado el Consejo de Estado (Dictamen 4078/1996, de 5 de 
diciembre), el preámbulo “puede cumplir una importante función en la 
motivación del ejercicio de una potestad discrecional como es la reglamentaria, 
y puede contribuir además al control judicial de los reglamentos que resulta del 
art. 106.1 de la Constitución, en especial, desde la perspectiva del principio de 
interdicción de la arbitrariedad de los Poderes Públicos consagrado en el art. 
9.3 de la Constitución”. 
 

Los preámbulos de las disposiciones generales, cualquiera que sea su 
calificación, si bien carecen de valor normativo son elementos a tener en cuenta 
en la interpretación de las leyes por el valor que a tal efecto tienen, según 
advierte el artículo 3º del Código Civil (Sentencias del Tribunal Constitucional 
36/1981 y 150/1990), criterio que ha de ponerse de nuevo de manifiesto. Así, 
el preámbulo debe ser expresivo y ha de contribuir a poner de relieve el espíritu 
y la finalidad de la disposición respecto a cuanto se regula en su texto 
articulado para contribuir a su mejor interpretación y subsiguiente aplicación. 
 

Asimismo, en el Acuerdo del Consejo de Ministros, de 22 de julio de 
2005, por el que se aprueban las Directrices de técnica normativa, se señala 
que “la parte expositiva de la disposición cumplirá la función de describir su 
contenido, indicando su objeto y finalidad, sus antecedentes y las competencias 
y habilitaciones en cuyo ejercicio se dicta. Si es preciso, resumirá sucintamente 
el contenido de la disposición, a fin de lograr una mejor comprensión del texto, 
pero no contendrá partes del texto del articulado. Se evitarán las exhortaciones, 
las declaraciones didácticas o laudatorias u otras análogas (…)”. Asimismo se 
indica que en los proyectos de real decreto deberán destacarse en la parte 
expositiva los aspectos más relevantes de la tramitación: consultas efectuadas, 
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principales informes evacuados y, en particular, la audiencia o informe de las 
Comunidades Autónomas y entidades locales. 
 

En el supuesto que nos ocupa, el contenido del preámbulo satisface el 
mínimo imprescindible, habida cuenta de que en él, tras citarse sus 
antecedentes y el título competencial en cuyo ejercicio se dicta, se reseña de 
manera concisa tanto el objetivo que persigue la norma como algunos de los 
principales aspectos de su regulación. 
 

Sin embargo, quizá el preámbulo podría contribuir mejor al cumplimiento 
del fin que le es propio si se señalara que la norma proyectada se dicta dentro 
del marco de las competencias contenidas en el artículo 39.3 del Estatuto de 
Autonomía de Castilla y León, que determina, como ya se ha expuesto, que “en 
el ejercicio de la competencia de organización, régimen y funcionamiento, 
prevista en el artículo 32.1.1ª del presente Estatuto, y de acuerdo con la 
legislación del estado, corresponde a la Comunidad Autónoma, entre otras 
materias, el establecimiento del régimen estatutario de los funcionarios de la 
Comunidad y de su Administración Local, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 149.1.18ª de la Constitución (…)”. 
 

Asimismo, se debería adecuar el párrafo primero del preámbulo al 
contenido del artículo 26 de la Ley 7/2005, de 24 de mayo, al que alude. Así, se 
expresa que en el registro general de personal figurará inscrito el personal 
comprendido dentro del ámbito de aplicación de la citada ley, cuando el artículo 
26 señala que figurará inscrito “el personal comprendido dentro del ámbito de 
aplicación de esta Ley con exclusión del recogido en el artículo 2.6” 
(funcionarios de la Administración Local en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Castilla y León). 
 

Artículo 1.- Naturaleza. 
 

Dentro del apartado 2 in fine se recoge qué ha de entenderse por 
expediente personal, señalando al respecto que es el “conjunto de actos 
administrativos que reflejan el desarrollo de la carrera administrativa del 
personal al servicio de la Administración de la Comunidad de Castilla y León”. A 
juicio del Consejo Consultivo sería más correcto y adecuado hacer referencia “al 
personal incluido en el ámbito de aplicación del presente reglamento” y no “al 
personal al servicio de la Administración de la Comunidad de Castilla y León”, 
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puesto que no todo el personal al servicio de la Administración citada está 
incluido en el ámbito registral del reglamento, como es el caso, por ejemplo, del 
personal estatutario de los servicios de salud. 
 

Artículo 2.- Ámbito registral. 
 

En el apartado 1, letra b), se menciona al personal estatutario a que se 
refiere el apartado 4 del precitado artículo 2 de la Ley de la Función Pública de 
Castilla y León, cuando en dicho apartado 4 se señala que al personal 
estatutario de los servicios de salud le serán de aplicación los títulos IV y V de 
la citada ley, en los que no se incluyen ni el artículo 26 ni el 27 de la misma, 
referentes al Registro General de Personal y al acceso a los datos del Registro, 
respectivamente. Debe entenderse que el personal al que se alude en esta letra 
b) es distinto al recogido en el apartado 4 del artículo 2 citado. Por ello, debería 
redactarse dicha letra b) en otros términos, en consonancia con lo expuesto. 
 

Por otra parte, tal y como pone de manifiesto la Asesoría Jurídica de la 
Consejería de Presidencia y Administración Territorial no se entiende bien la 
referencia que, dentro del apartado 2 del presente precepto, se hace al artículo 
16 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del personal 
estatutario de los Servicios de Salud. Dicho artículo dispone: 
 

“1. Como instrumento básico para la planificación de los recursos 
humanos, los servicios de salud establecerán registros de personal en los que 
se inscribirán a quienes presten servicios en los respectivos centros e 
instituciones sanitarios, en los términos en que en cada servicio de salud se 
determine. 
 

 »2. El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud 
acordará los requisitos y procedimientos para posibilitar el tratamiento conjunto 
y la utilización recíproca de la información contenida en los registros de 
personal de los servicios de salud, que se integrarán en el Sistema de 
Información Sanitaria del Sistema Nacional de Salud”. 
 

Asimismo, y en atención a lo expuesto, no parece correcto que en el 
último inciso de este apartado 2 se recoja que “en lo no previsto en su 
normativa específica será de aplicación al referido personal lo dispuesto en el 
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presente Reglamento”, ya que deberá ser en su propia normativa específica 
donde se estableciese, en su caso, dicha remisión. 
 

Artículo 3.- Finalidades del Registro General de Personal. 
 

Sería más correcto expresar, respecto a la primera de las finalidades 
recogidas en este precepto, que la constancia que se pretende garantizar es la 
registral. Asimismo, se considera más correcto referirse a “los expedientes 
personales” y no a los actos de la vida administrativa de los empleados 
públicos. 
 

Artículo 4.- Funciones del Registro. 
 

Dentro de las funciones que se reconocen al Registro General de 
Personal se alude, en la letra a), al personal al servicio de la Administración de 
la Comunidad de Castilla y León, dejando fuera al personal de sus organismos 
autónomos. A juicio del Consejo Consultivo sería más correcto y adecuado 
hacer referencia “al personal incluido en el ámbito de aplicación del presente 
reglamento” y no “al personal al servicio de la Administración de la Comunidad 
de Castilla y León”, puesto que no todo el personal al servicio de la 
Administración citada está incluido en el ámbito registral del reglamento, como 
es el caso, por ejemplo, del personal estatutario de los servicios de salud, como 
ya hemos puesto de relieve al analizar el artículo primero. 
 

Esta observación puede hacerse igualmente respecto a la función 
contenida en la letra d) del precepto analizado. 
 

Dentro de la letra e), se hace referencia a la función que corresponde al 
Registro General de Personal de “confeccionar los títulos administrativos del 
personal funcionario así como las hojas de servicio del personal laboral fijo”. Al 
respecto, se observa que no se hace mención alguna al personal estatutario, al 
que se refiere el artículo 2 del proyecto. Observación que sería igualmente 
aplicable al apartado 3 del artículo 12 del proyecto, dedicado a las inscripciones 
registrales. 
 

Asimismo, no queda claro si al hablar de “funcionarios” se quiere aludir 
únicamente a los de carrera o también a los funcionarios en prácticas e 
interinos. Dicha circunstancia debería aclararse, máxime si ponemos en relación 
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este precepto con lo dispuesto en el artículo 12.3, en el que se señala que “el 
Registro General de Personal confeccionará los títulos administrativos de los 
funcionarios y las hojas de servicio del personal laboral fijo. Respecto al 
personal interino, eventual y laboral temporal al servicio de la Administración de 
la Comunidad de Castilla y León, la expedición de las hojas de servicio 
corresponderá a la autoridad competente para efectuar el nombramiento o 
formalizar el contrato”. 
 

A juicio de este Consejo Consultivo deberían revisarse ambos preceptos y 
adecuar su redacción de forma que no aparezcan posibles contradicciones entre 
uno y otro a la hora de su aplicación. 
 

Artículo 6.- Finalidad del soporte informático del Registro 
General de Personal. 
 

Debería contenerse alguna mención a la necesidad de dar cumplimiento 
a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal. 
 

Artículo 11.- Procedimiento para la práctica de los asientos. 
 

En el apartado 1 se recoge que los órganos competentes en materia de 
personal comunicarán al Registro General de Personal los actos, resoluciones o 
diligencias que deban ser objeto de inscripción o anotación, y establece un 
plazo para ello de tres días hábiles. Por otra parte, en el apartado 2, al recoger 
el plazo en el que deben practicarse los correspondientes asientos en el 
Registro General de Personal, únicamente alude a un plazo máximo de tres 
días, sin especificar si son o no hábiles. No obstante, en aplicación de la 
doctrina general, contenida en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, debe entenderse que son también hábiles. A juicio de 
este Consejo Consultivo, debería recogerse en este apartado 2 el carácter de 
los días de forma expresa, al igual que se hace en el apartado 1, o bien no 
recogerse en ninguno de los dos apartados, en cuyo caso se entendería que se 
trata de días hábiles, con el fin de evitar posibles dudas a la hora de la 
aplicación de la norma por sus destinatarios. 
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Asimismo, si se realiza un estudio comparativo con lo que ocurre en 
otras Comunidades Autónomas, se observa que con carácter general dicho 
plazo es más amplio. Así, a título meramente ilustrativo podemos citar que en 
Baleares el plazo es de diez días hábiles (artículo 10 del Reglamento del 
Registro General de Personal de la Administración, aprobado por el Decreto 
46/1995, de 4 de mayo), en Aragón es de cinco días hábiles (artículo 7.5 del 
Decreto 170/1987, de 24 de noviembre, por el que se regula la organización y 
funcionamiento del Registro de Personal de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Aragón), en Extremadura es de siete días (Decreto 5/1988, de 9 
de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del Registro General de 
Personal), o en Andalucía, también de siete días (artículo 12 de la Orden de 25 
de abril de 1986, de desarrollo del Decreto 9/1986, de 5 de febrero, regulador 
del Registro General de Personal). 
 

En el apartado 7 se establece que “el Consejero de Presidencia y 
Administración Territorial podrá establecer procedimientos especiales de 
inscripción y anotación cuando la naturaleza del vínculo jurídico o las 
condiciones laborales en las que se desenvuelve la prestación de servicios así lo 
requiera”. Dando por sentado que del tenor del Reglamento se desprende la 
intención de inscribir en el Registro, como regla general, toda relación 
estatutaria o laboral de prestación de servicios, a juicio de este Consejo 
Consultivo, debería sin embargo concretarse en mayor medida cuándo se puede 
acudir a aquellos procedimientos especiales, consiguiéndose de este modo una 
mayor seguridad jurídica, así como un texto más completo. De esta concreción 
tenemos ejemplos tanto en el ámbito autonómico, como en el estatal. 
 

En un estudio comparativo con la normativa de otras Comunidades 
Autónomas se observa así lo siguiente: 
 

 - Que en la Comunidad de Extremadura el personal laboral cuyo 
contrato tenga una duración igual o inferior a seis meses se inscribirá en libros 
especiales abiertos al efecto, de conformidad con el procedimiento que se 
determine en las normas de desarrollo (artículo 5 del Decreto 5/1988, de 9 de 
febrero, ya citado). 
 

 - Que en la Comunidad de Andalucía no serán objeto de 
inscripción los contratos laborales de duración inferior a seis meses, ni las 
sustituciones del personal sanitario, si bien el departamento que los formalice 

 13



 

deberá remitir mensualmente al Registro de Personal la relación nominal de las 
personas contratadas o designadas como sustitutos incluyendo número de DNI, 
lugar de destino y vigencia prevista del contrato o sustitución (artículo 4 III in
fine del Decreto 170/1987, de 24 de noviembre). 

 

 
Asimismo, en el ámbito estatal, el Real Decreto 2073/1999, de 30 de 

diciembre, por el que se modifica el Reglamento del Registro Central de 
Personal y las normas de coordinación con los de las restantes Administraciones 
Públicas, señala en su artículo 11.9: “El Secretario de Estado para la 
Administración pública podrá establecer procedimientos especiales de 
inscripción y anotación para los contratos de duración determinada, interinidad 
o sustitución inferiores a seis meses y para el personal militar y miembros de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado incluidos en el ámbito registral 
definidos en el artículo 5 del presente Reglamento”. 
 

Por último, ha de señalarse que debería recogerse, de forma expresa, la 
posibilidad de que desde el Registro Central de Personal se devuelvan sin 
registrar, para su corrección, aquellos documentos que no se ajusten a los 
modelos normalizados o cuyo contenido no pudiera determinarse con certeza 
por estar incompletos, deteriorados o ser ilegibles. 
 

Artículo 12.- Inscripciones registrales. 
 

Dentro del apartado 1 debe hacerse referencia a funcionarios de carrera, 
y no simplemente a “funcionarios”. Asimismo, en lugar de hablar de “personal 
interino”, debería hablarse de “funcionarios interinos”. 
 

Artículo 13.- Anotaciones registrales ordinarias. 
 

En el apartado 1, en su letra a), debería referirse a “el personal 
funcionario de carrera, en prácticas o interino y al personal eventual”. 
 

Asimismo, dentro de los actos e inscripciones susceptibles de inscripción, 
debería recogerse dentro del apartado 1, letra a), el reconocimiento de trienios. 
 

Ha de ponerse de relieve que en el presente proyecto ya no se recoge, 
dentro de los actos inscribibles enumerados en el apartado 1, las publicaciones, 
ponencias y comunicaciones presentadas en congresos o seminarios, sobre 
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materias relacionadas con los ámbitos funcionales de las Administraciones 
Públicas, a diferencia del vigente Decreto 99/1990, de 14 de junio. 
 

Artículo 17.- Acceso a la información por parte de los 
interesados. 
 

Dentro del apartado 2 se señala que “en el expediente personal no podrá 
figurar ningún dato relativo a la raza, religión u opinión del interesado, ni 
cualquier otra circunstancia personal o social que no sea relevante para su 
trabajo”. Dicho precepto, en parte, es copia de lo dispuesto en el artículo 26.5 
de la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León, que 
dispone que “en el Registro General de Personal no figurará ningún dato 
relativo a la raza, opinión o religión”. 
 
 

Asimismo, dicho precepto ha de ponerse en relación con lo dispuesto en 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal, y concretamente con su artículo 7, apartados 2 y 3, en los 
que se establece: 
 

 “2. Sólo con el consentimiento expreso y por escrito del afectado 
podrán ser objeto de tratamiento los datos de carácter personal que revelen la 
ideología, afiliación sindical, religión y creencias. Se exceptúan los ficheros 
mantenidos por los partidos políticos, sindicatos, iglesias, confesiones o 
comunidades religiosas y asociaciones, fundaciones y otras entidades sin ánimo 
de lucro, cuya finalidad sea política, filosófica, religiosa o sindical, en cuanto a 
los datos relativos a sus asociados o miembros, sin perjuicio de que la cesión de 
dichos datos precisará siempre el previo consentimiento del afectado. 
 

 »3. Los datos de carácter personal que hagan referencia al origen 
racial, a la salud y a la vida sexual sólo podrán ser recabados, tratados y 
cedidos cuando, por razones de interés general, así lo disponga una ley o el 
afectado consienta expresamente”. 
 

Por tanto, a juicio de este Consejo Consultivo, debería adecuarse la 
redacción de dicho precepto a lo contenido en la citada ley orgánica. 
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Por último, ha de tenerse presente, tal y como se recoge en el artículo 
27.1 de la Ley 7/2005, de 24 de mayo, que la utilización de los datos que 
consten en el Registro General de Personal estará sometida a las limitaciones 
previstas en el artículo 18.4 de la Constitución y a las cautelas que, en orden a 
su confidencialidad, se establezcan en la legislación de protección de datos de 
carácter personal. 
 

5ª.- Correcciones gramaticales y de técnica normativa. 
 

- Sería conveniente realizar una revisión generalizada del texto con el fin 
de mejorar su redacción (concretamente el empleo de los signos de 
puntuación), subsanando posibles errores. A título simplemente ilustrativo, se 
señalan los siguientes: en la disposición final primera debería figurar el término 
“territorial” en mayúscula; en el artículo 13.1.b) se repite la letra b); en el 
artículo 10.1 debería suprimirse la mención a “presente Reglamento”; en el 
artículo 15.6 convendría sustituir el término “regularán”por el de “regirán”. 
 

- En el artículo 2.1 a) y b), dedicado al ámbito registral, debería 
recogerse la mención a la Ley de Función Pública de Castilla y León de forma 
completa, esto es, con su número y fecha: 7/2005, de 24 de mayo. 
 

- De acuerdo con las Directrices de técnica normativa, aprobadas por 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de julio de 2005, debería hacerse 
referencia a la disposición derogatoria como única, así como titularla, al igual 
que ocurre con el resto de disposiciones del proyecto. 
 

- Por último, no se considera correcto la alusión contenida en el artículo 
3.b) a “disposición que la sustituya”, ya que dicha mención es susceptible de 
aparecer en todas las alusiones a normas jurídicas que se contengan en el 
proyecto. Si no se quiere hacer referencia expresa a la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, bastaría con 
hacer referencia a la normativa en dicha materia. 
 
 
 
 
 
 

 16



 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Consideradas las observaciones formuladas, puede elevarse a la Junta de 
Castilla y León para su aprobación el proyecto de decreto por el que se aprueba 
el Reglamento del Registro General de Personal de la Comunidad de Castilla y 
León. 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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